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La determinación del dies a quo en las acciones de daños causados por conductas anticompetitivas en 
su modalidad follow-on. Breve comentario a la sentencia del TJUE de 4 de septiembre de 2025

El Tribunal de Justicia, en su sentencia de 4 de septiembre de 2025 (asunto C-21/24, Nissan Iberia), ha decla-
rado que el dies a quo del plazo de prescripción de las acciones de daños causados por conductas anticompeti-
tivas que se ejerciten después de que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia haya sancionado 
dicha conducta (i. e., acciones follow-on) debe situarse en el momento en que la resolución sancionadora 
devenga firme tras la revisión jurisdiccional. Esta sentencia puede provocar una nueva oleada de acciones de 
daños que, hasta ahora, podían considerarse prescritas.
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Determining the dies a quo in competition law follow-on damages claims. A brief note on the Court of 
Justice judgment of 4 September 2025

In its judgment of 4 September 2025 (Case C-21/24, Nissan Iberia), the Court of Justice ruled that the dies a quo 
of the limitation period for competition law damages claims filed after the National Commission for Markets 
and Competition found such conduct to amount to an infringement of competition law (follow-on damages 
claims) is the date on which the infringement decision becomes final following a judicial review. This judgment 
could lead to a new wave of damages claims that could previously have been considered time-barred.
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1.	 Introducción

El plazo de prescripción es un elemento adjetivo de las acciones de responsabilidad extracontrac-
tual. Sin embargo, en el caso de las pretensiones indemnizatorias ejercitadas como consecuencia 
de los perjuicios causados por una conducta anticompetitiva, ha devenido en un elemento de 
tal relevancia que ha motivado el planteamiento de varias cuestiones prejudiciales al Tribunal 
de Justicia (“TJUE”) en los asuntos Cogeco (C-637/17) Volvo/DAF Trucks (C-267/20), Deutsche 
Bank (asuntos acumulados C-198 y 199/22), Heureka (C-605/21) y Nissan Iberia (C-21/24) sobre 
el momento en que debe situarse el dies a quo o, más en general, la compatibilidad del régimen 
nacional con el principio de efectividad.

La reciente sentencia del Tribunal de Justicia de 4 de septiembre de 2025 (asunto C-21/24, Nissan 
Iberia, ECLI:EU:C:2025:659) (la “Sentencia Nissan”), que resuelve una cuestión prejudicial plan-
teada por el Juzgado de lo Mercantil n.º 1 de Zaragoza, se centra en la determinación del dies a 
quo de las acciones follow-on que se fundamentan en una resolución sancionadora previa dictada 
por una autoridad de la competencia. En el presente artículo, después de resumir los hechos del 
procedimiento nacional, las conclusiones de la Abogada General Laila Medina y la sentencia del 
Tribunal de Justicia, se hará una valoración de la resolución y su impacto en la aplicación privada 
del derecho de la competencia.
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2.	 Hechos del procedimiento nacional

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (“CNMC”), en el marco del expediente 
S/0482/13 Fabricantes de Automóviles, adoptó el 23 de julio de 2015 una resolución por la que 
declaró que varias empresas (entre ellas, Nissan Iberia, S.A., “Nissan Iberia”) habían llevado a 
cabo tres conductas calificadas como cártel de intercambio de información confidencial futura 
y estratégica en áreas de gestión empresarial, postventa y marketing. La CNMC concluyó que 
estas conductas constituyeron infracciones de los artículos 101 del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea (“TFUE”) y 1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia 
(“LDC”). 

La CNMC publicó en su página web en julio de 2015 una nota de prensa relativa a la resolución, 
y el texto íntegro de la resolución el 15 de septiembre. Las empresas sancionadas recurrieron la 
resolución de la CNMC, que fue confirmada tanto por la Audiencia Nacional como por el Tribunal 
Supremo. En el caso de Nissan Iberia, la sentencia de este último fue de 2021.

El demandante en el litigio nacional principal ejercitó, en marzo de 2023, una acción de respon-
sabilidad extracontractual ante los Juzgados de lo Mercantil de Zaragoza contra Nissan Iberia fun-
dada en la resolución de la CNMC (acción follow-on) y solicitó la condena a Nissan Iberia a pagar 
el sobrecoste que abonó en la compra de un vehículo de marca Nissan como consecuencia del 
intercambio de información sancionado. En la contestación a la demanda, Nissan Iberia arguyó 
que la acción estaba prescrita porque el dies a quo de la acción de daños debe situarse cuando la 
persona perjudicada tenga conocimiento de la infracción, de sus características y de las empresas 
sancionadas. Por la información disponible y la cobertura mediática, Nissan Iberia considera que 
este momento puede situarse en la fecha de publicación de la resolución de la CNMC. 

En la petición de decisión prejudicial, el juzgado indica que el demandante pudo conocer toda la 
información disponible con la publicación de la resolución de la CNMC en su página web y justifica 
esta decisión sobre tres argumentos. Primero, el plazo de prescripción no puede empezar a correr 
antes de que cese la infracción y el perjudicado conozca (o pueda razonablemente conocer) la 
información indispensable para ejercitar la acción de daños —existencia de la conducta infractora, 
que ha sufrido un daño causado por esta y la identidad de los infractores—. Segundo, para ejerci-
tar la acción de daños, ya no se exige la firmeza de la resolución tras la revisión en vía contencio-
so-administrativa. Tercero, el juez puede suspender el procedimiento civil mientras esté pendiente 
el recurso en vía contenciosa. En el caso concreto de la litigación derivada de este expediente 
sancionador de la CNMC, el juez muestra como evidencia de este conocimiento de la información 
indispensable que, en 2019, antes de la firmeza judicial, ya se ejercitaron acciones de daños.

Sin embargo, el juzgado observa que, en contra de su planteamiento, existe una línea jurispruden-
cial que considera que el dies a quo debe situarse en la fecha de la sentencia o el auto que pone 
fin a la revisión jurisdiccional de la resolución sancionadora. Según esta línea, como el contenido 
de la resolución (en particular, los ámbitos personal, temporal, geográfico y material de la con-
ducta) puede verse modificado en la vía contenciosa, no tiene sentido considerar que se tiene toda 
la información indispensable con la publicación de la resolución en sí misma y, por tanto, que la 
acción de daños ya ha nacido.
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Ante estas dos interpretaciones sobre la determinación del dies a quo, el Juzgado de lo Mercantil 
n.º 1 de Zaragoza planteó las siguientes cuestiones prejudiciales en que preguntó, en esencia, si el 
dies a quo en acciones follow-on debería situarse en la fecha de la resolución sancionadora o en 
la fecha de la resolución judicial que pusiera fin a la revisión en sede contencioso-administrativa 
y que causa su firmeza.

3.	 Las conclusiones de la Abogada General Laila 
Medina

La Abogada General Laila Medina (la “Abogada General”), en sus conclusiones de 3 de abril de 
2025, analiza la aplicabilidad ratione temporis de la Directiva 2014/104/UE del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, relativa a determinadas normas por las que se 
rigen las acciones por daños en virtud del derecho nacional, por infracciones del derecho de la 
competencia de los Estados miembros y de la Unión Europea (“Directiva 2014/104”), y concluye 
que, en su opinión, como la conducta de Nissan y la resolución de la CNMC son anteriores a la 
fecha límite para la transposición, la Directiva 2014/104 no parece que sería aplicable con arreglo 
a los regímenes transitorios de la propia Directiva y la norma de transposición española. Por ello, 
analizará y sugerirá una respuesta a las cuestiones prejudiciales a la luz del artículo 101 del TFUE y 
se centrará en los supuestos de acciones follow-on para los que la actividad de las autoridades de 
competencia puede tener una incidencia en la determinación del dies a quo. 

La Abogada General recuerda que el TJUE, en la sentencia de 18 de abril de 2024 (asunto C-605/21, 
Heureka) (“Sentencia Heureka”), concluyó que el plazo de prescripción comienza a contar a partir 
de la fecha de publicación del resumen de la decisión de la Comisión Europea en el Diario Oficial 
de la Unión Europea con independencia de que la decisión haya adquirido carácter definitivo. Se 
llegó a esta conclusión por la presunción de legalidad de las decisiones de la CE y a su efecto vin-
culante para los tribunales nacionales. 

Según la Abogada General, si la decisión de la CNMC ha sido objeto de recurso, los hechos y la 
participación en la supuesta infracción pueden ser modificados en la revisión jurisdiccional, por 
lo que no puede sostenerse, en su opinión, que la parte perjudicada dispone de información 
completa y suficiente para presentar la demanda mientras esta se encuentra en curso. En efecto, 
mientras que los actos de las instituciones de la UE se presumen válidos hasta que sean anula-
dos o retirados y los tribunales nacionales no pueden adoptar resoluciones que contradigan las 
decisiones de la Comisión Europea en virtud del artículo 16, apartado 1, del Reglamento (CE) n.º 
1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas sobre 
competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado, con arreglo al derecho español, según 
la Abogada General, la constatación de una infracción por parte de la CNMC no es vinculante para 
los tribunales nacionales hasta que la resolución sea firme. Como hasta ese momento solo sirve 
como indicación de la existencia de una infracción, siguiendo un principio pro actione, la Abogada 
General concluye que el dies a quo debe establecerse una vez que la decisión de la CNMC haya 
adquirido firmeza en aras de la seguridad jurídica y la eficacia de las reclamaciones de daños.
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La Abogada General anima al TJUE a “adoptar un enfoque inspirado en el espíritu de la sentencia 
Heureka, pero —a diferencia del enfoque de la Comisión— que no se limite a «copiar y pegar» dicho 
enfoque en el presente asunto” (apartado 90). En concreto, sugiere al TJUE que responda a las 
cuestiones prejudiciales resolviendo que el artículo 101 del TFUE y el principio de efectividad no 
se oponen a que se fije el dies a quo para las reclamaciones por daños y perjuicios en materia de 
competencia cuando la decisión de la CNMC sea firme, tras su confirmación, en su caso, por los 
tribunales de revisión.

4.	 La Sentencia Nissan

El TJUE reformula las cuestiones prejudiciales para analizar si, a efectos de fijar el dies a quo del 
plazo de prescripción de acciones follow-on, puede considerarse que la persona perjudicada “co-
noce” la información indispensable antes de que esa resolución sea firme. Para responder, el TJUE 
deberá también confirmar si la Directiva 2014/104 es aplicable temporalmente al litigio. 

Respecto a la aplicación temporal de la Directiva 2014/104, el TJUE recuerda que las disposiciones 
sustantivas no tienen efecto retroactivo y, en lo que respecta al plazo de prescripción (artículo 10 
de la Directiva 2014/104), su aplicación temporal depende de si el plazo de prescripción nacional 
estaba agotado antes que la fecha de finalización del plazo de transposición (27 de diciembre 
de 2016). Y ello debe analizarse en atención a los requisitos del régimen previo a la Directiva 
2014/104, según el cual los plazos de prescripción no pueden empezar antes de que haya cesado 
la infracción y que el perjudicado conozca (o pueda razonablemente conocer) la información in-
dispensable para ejercitar su acción. 

En cuanto al nivel de conocimiento exigido, el TJUE reitera que la información indispensable com-
prende (i) la existencia de la infracción, (ii) el perjuicio, (iii) el nexo causal entre infracción y 
perjuicio y (iv) la identidad del infractor. Para ello, un elemento decisivo del sistema español es 
que las resoluciones de la CNMC recurridas en vía contencioso-administrativa no vinculan al juez 
civil en lo que respecta a la declaración de infracción y sus elementos hasta que dicha resolución 
sea firme. En tal situación, el TJUE sostiene que no puede considerarse que el perjudicado pueda 
ejercitar efectivamente su acción de daños con base en dicha resolución. Por ello, permitir que el 
plazo empiece a computar antes de la firmeza de la resolución vulneraría el principio de efectivi-
dad al hacer excesivamente difícil el ejercicio de la acción. 

En este sentido, a juicio del TJUE, las reglas sobre interrupción o suspensión del plazo de prescrip-
ción en derecho español (según el régimen previo a la Directiva 2014/104) no salvan este obstácu-
lo. En primer lugar, el planteamiento de un recurso contra la resolución de la CNMC no suspende 
de forma automática el cómputo del plazo de prescripción hasta la finalización del proceso de 
revisión jurisdiccional. En segundo lugar, las causas de interrupción de la prescripción tampoco 
dependen de la interposición de dicho recurso, por lo que no pueden garantizar que el plazo no 
expire antes de la firmeza de la resolución sancionadora. En tercer lugar, tampoco asiste efecti-
vamente al potencial perjudicado la posibilidad de que el juez suspenda el procedimiento por la 
pendencia del recurso contencioso, porque es una decisión discrecional del juez y presupone que 
ya se ha ejercitado la acción de daños sin que la resolución fuera firme. 
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Por otra parte, el TJUE añade que la exigencia de firmeza va acompañada de un requisito de pu-
blicidad adecuada. Para que el perjudicado pueda conocer de forma razonable la información in-
dispensable para el ejercicio de la acción desde la publicación de la sentencia que dota de firmeza 
a dicha resolución sancionadora, el TJUE considera que esta debe publicarse de forma oficial, en 
una base de datos de libre acceso y debe figurar de forma clara la fecha de su publicación. 

Finalmente, el TJUE aplica estas consideraciones al procedimiento nacional. Como la resolución 
sancionadora es de 2015 y la sentencia por la que adquiere firmeza fue dictada en 2021, la acción 
no había nacido cuando expiró el plazo de transposición de la Directiva 2014/104, por lo que, en 
principio, la acción ejercitada en 2023 seguiría vigente y se aplicaría el plazo quinquenal del artí-
culo 10 de la Directiva 2014/104. 

Por consiguiente, el Tribunal declara que el artículo 101 TFUE, a la luz del principio de efectividad, 
y el artículo 10.2 de la Directiva 2014/104 se oponen a una interpretación nacional que permita 
considerar que el perjudicado “conocía” la información indispensable para ejercitar una acción de 
daños follow-on antes de que la resolución de la autoridad nacional de competencia fuera firme, 
pues solo puede empezar a computar el plazo una vez sea firme la resolución sancionadora.

5.	Valoración 

Primero, el TJUE, en la Sentencia Nissan, aunque se separa en algunos extremos de la línea argu-
mental de la Abogada General, recoge silenciosamente su guante y adapta la Sentencia Heureka 
al caso de Nissan Iberia. Así, mantiene su línea favorable a la efectividad del derecho al pleno re-
sarcimiento, en lo que respecta a cuestiones de naturaleza sustantiva, que se lleva observando de 
un tiempo a esta parte. De hecho, una solución que fijara el dies a quo en la fecha en que se dictó 
la resolución sancionadora hubiera significado el fin (casi) automático de la litigación follow-on de 
la resolución sancionadora de este expediente y habría afectado a la efectividad del private enfor-
cement en aquellos casos en que ya han pasado cinco años desde que se dictó la resolución san-
cionadora y los perjudicados están esperando al resultado de la revisión jurisdiccional para iniciar 
cualquier reclamación judicial o extrajudicial. A su vez, podría verse afectado el efecto disuasorio 
que las acciones de daños comparten con el public enforcement.

Segundo, la solución de la Sentencia Nissan no es desconocida para la jurisdicción española. 
El Tribunal Supremo, en sus sentencias del 5 y 17 de junio de 2025 (ECLI:ES:TS:2025:2621 y 
ECLI:ES:TS:2025:2857, respectivamente), aun estando pendiente este pronunciamiento, se pro-
nunció sobre dónde situar el dies a quo en este tipo de acciones y concluyó que debía situarse en 
la fecha de firmeza judicial de la resolución.

Tercero, el TJUE, siguiendo la línea de la Sentencia Heureka, recuerda cómo debe determinarse la 
aplicación temporal del artículo 10 de la Directiva 2014/104. Debe identificarse el dies a quo de la 
acción y, aunque se refiera a una conducta ejecutada con anterioridad, si la acción no ha prescrito 
cuando expiró el plazo máximo de transposición de la Directiva 2014/104, se aplica el artículo 10 
sin que ello suponga una aplicación retroactiva.
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Cuarto, con la Sentencia Nissan, el TJUE cierra, en apariencia, el círculo abierto en la Sentencia 
Heureka y aclara que el dies a quo para las acciones por daños causados por conductas sanciona-
das por la Comisión Europea y por las autoridades nacionales de la competencia (en su modalidad 
follow-on) es diferente. Mientras que para las primeras es la fecha de publicación del resumen en 
el Diario Oficial (con independencia de que hayan sido recurridas), para las segundas hay que 
esperar a la firmeza judicial. El TJUE justifica esta distinción sobre la base de la presunción de 
validez de la que gozan las decisiones de la Comisión en comparación con las de las autoridades 
nacionales. 

Sin embargo, esta distinción puede ser muy formalista. El TJUE no tiene en cuenta que las decisio-
nes de la Comisión también pueden ser sometidas a revisión jurisdiccional, que su resultado puede 
afectar a la calificación de la conducta o sus aspectos temporales, geográficos o personales y, con 
ello, vaciar de contenido uno de los elementos de la acción de daños ya ejercitada: la existencia de 
una infracción del derecho de la competencia. Esta distinción basada exclusivamente en la presun-
ción de validez de los actos de las instituciones europeas y en la publicación en el Diario Oficial de 
la Unión Europea no justificaría la diferencia de trato entre los tipos de perjudicados.

6.	El impacto de la Sentencia Nissan en la aplicación 
privada del derecho de la competencia

En el ámbito de la litigación de daños por conductas anticompetitivas, el impacto de esta senten-
cia puede ser muy relevante. Al situar formalmente el dies a quo en la fecha de la firmeza judicial 
para las acciones follow-on, no puede descartarse que, en cualquier Estado miembro de la Unión 
Europea, se activen potenciales acciones de daños, cuya prescripción se había asumido, contra 
empresas sancionadas en resoluciones de autoridades de competencia que todavía estén siendo 
objeto de revisión jurisdiccional o para las que esta haya terminado recientemente. No se tratará 
de una resurrección de acciones, sino un despertar que podrá dar un nuevo empuje al private 
enforcement a través del ejercicio de pretensiones indemnizatorias.

¿Podría decirse que “Luxemburgo locuta, causa finita” sobre la prescripción de las acciones de 
daños derivadas de conductas anticompetitivas? Por los siguientes motivos, parece que no. 

Primero, la siguiente cuestión prejudicial relativa a la determinación del dies a quo del plazo de 
prescripción ya ha sido planteada: el asunto húngaro Lurdos (C-285/25) sobre la compatibilidad 
del régimen de prescripción nacional con el artículo 10 de la Directiva 2014/104.

Segundo, el dies a quo para las acciones stand-alone —bien porque no se ha llevado a cabo nin-
guna investigación por una autoridad de la competencia, bien porque, aunque la haya habido, la 
autoridad ha finalizado el expediente sin declarar la existencia de una infracción— sigue siendo 
una zona gris. No hay una fecha clara a partir de la que pueda decirse que pueden razonablemen-
te conocer la información indispensable para el ejercicio de la acción. 

Tercero, tampoco está claro cuál sería el dies a quo para las acciones por daños causados por 
conductas investigadas, pero cuyos expedientes fueron anulados por temas procesales. En estos 
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casos, habrá una resolución que identifique la conducta y sus aspectos, pero que tras una (poten-
cialmente) larga revisión jurisdiccional ha quedado sin efecto. Aunque no vincule a los tribunales 
civiles en lo que respecta a la prueba de la infracción, porque los recursos no suelen entrar al 
fondo si se anula la resolución por una cuestión procesal, ¿qué fecha será la relevante para el dies 
a quo: la de la resolución sancionadora, la de esta sentencia o una posterior? 

Cuarto, ¿seguirán determinando el dies a quo para las acciones de daños las sentencias dictadas 
en revisión jurisdiccional que versen exclusivamente sobre la cuantía de la multa o el contenido 
de la prohibición de contratar? Como indicó la Audiencia Provincial de Barcelona en la litigación 
del cártel de los sobres (por ejemplo, sentencia de 7 de febrero de 2022, ECLI:ES:APB:2022:1182), 
un tercero perjudicado no tiene por qué conocer el contenido del recurso en vía contenciosa. Sin 
embargo, en estos casos, la revisión jurisdiccional no tratará sobre la infracción o sus característi-
cas, por lo que la sentencia, en caso de desestimar el recurso, no debería confirmar (ni, por tanto, 
poder modificar) la resolución sancionadora en su integridad, sino únicamente en lo que respecta 
a la sanción.

Quinto, ¿cuánto tiempo pasará hasta que alguien plantee una cuestión prejudicial sobre el inicio 
del plazo de prescripción de una acción follow-on de una decisión de la Comisión Europea que fue 
recurrida ante el Tribunal General y el Tribunal de Justicia y la sentencia que pone fin al procedi-
miento se dictó cuando ya habían transcurrido los cinco años desde la publicación del resumen 
en el Diario Oficial, especialmente si las sentencias no fueron íntegramente confirmatorias en 
todo caso? No puede descartarse que se considere que, en dos acciones equivalentes, se afecta 
al derecho al pleno resarcimiento de las víctimas solo porque la autoridad de competencia que 
sanciona es diferente.

La Sentencia Nissan parece dejar un número importante de interrogantes abiertos. Solo el tiempo 
y las sentencias que dicten los tribunales nacionales —y el TJUE— en el ámbito del private enfor-
cement del derecho de la competencia nos dirán si realmente llegarán a tener respuesta algún día. 




